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Expediente No. 66001-31-03-004-2017-00225-02
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el apoderado de la sociedad Seguros del Estado SA, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 2 de octubre último, en la acción de tutela que la recurrente instauró contra el Juzgado Cuarto Civil Municipal local, a la que fueron vinculados las sociedades Conenco SAS y Bibaz Arquitectura y Acabados SAS.

A N T E C E D E N T E S
1. Relató el apoderado de la demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 La sociedad Conenco SAS formuló demanda contra la sociedad  Comercializadora Bibaz Arquitectura de Acabados SAS y Seguros del Estado SA, con el fin de obtener se declarara el incumplimiento del contrato de suministro e instalación suscrito entra las dos primeras; en consecuencia, se declare el siniestro de la póliza de cumplimiento particular No. 55-45-101010159 y se condene a la aseguradora a pagar la suma de $12.515.000 “o el monto que según los amparos contratados corresponda otorgar al asegurado y al pago de intereses a favor del mandante, entre otras”.  

1.2 Seguros del Estado contestó la demanda y formuló excepciones.

1.3 Agotado el trámite de rigor, el 16 de junio de este año se profirió sentencia mediante la cual se declararon no probados los medios exceptivos propuestos por Seguros del Estado, salvo aquellos de incumplimiento de requisitos para hacer exigible el amparo de calidad y correcto funcionamiento incorporado en el contrato de seguro y límite de la responsabilidad de la aseguradora; se declaró el incumplimiento del contrato de suministro e instalación suscrito entre Bibaz Arquitectura de Acabados y Conenco y que Seguros del Estado incumplió el contrato de seguro contenido en la póliza No. 55-45-101010159. En  consecuencia, la condenó al pago de $9.323.640 por concepto del valor asegurado, con sus intereses moratorios comerciales a partir del 28 de abril de 2014.

1.4 En esa decisión el juzgado accionado incurrió en los defectos sustantivo y fáctico. El primero porque omitió dar aplicación a la norma que rige los contratos de seguros, específicamente el artículo 1060 del Código de Comercio, según el cual, las modificaciones de tal contrato, que no sean puestas en conocimiento del asegurador, darán lugar a la terminación automática de ese vínculo. En este caso, se demostró, además del incumplimiento contractual de Bibaz, la modificación de la forma de pago del contrato, pues la parte actora pagó el precio en su totalidad sin verificar su cumplimiento y sin dar aviso a Seguros del Estado. 

1.5 El juzgado desconoció la interpretación que debe hacerse a la norma citada y dejó de valorar las pruebas para demostrar que se modificó el estado del riesgo con el contrato suscrito entre la demandante y CONENCO SAS, el testimonio de la señora Luz Mary Mora, las afirmaciones contenidas en la demanda y en los alegatos.

1.6 En este caso la acción de tutela es procedente ya que: a) adquiere relevancia jurídica pues están en entredicho el derecho fundamental al debido proceso; b) se cumple el presupuesto de la subsidiariedad pues contra el fallo dictado por el Juzgado Cuarto Civil Municipal no cabe recurso alguno, tomando como referencia la cuantía y la naturaleza    del proceso y c) también el de la inmediatez, ya que esa decisión adoptó
hace menos de un mes.

2. Considera lesionado el derecho a un debido proceso y para su protección, solicita se revoquen los ordinales 1º y 4º de la sentencia proferida en cuanto declararon no probada la excepción de terminación del contrato de seguro y se desestimen las pretensiones elevadas en su contra.


A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 18 de julio pasado se admitió la demanda y se ordenó  vincular a Conenco SAS y BIBAZ Arquitectura y Acabados SAS.

2. Se definió la instancia mediante sentencia del 1º de agosto siguiente, la cual fue anulada por esta Sala en razón a que no se notificó debidamente el auto admisorio a los representantes legales de esas sociedades vinculadas.

3. Rehecha la actuación en los términos ordenados por este Tribunal, lo que incluyó el emplazamiento del representante legal de BIBAZ Arquitectura y Acabados SAS, y sin que el demandado ni los vinculados formularan pronunciamiento alguno, se profirió sentencia el 2 de octubre último, en la cual se negó la tutela solicitada.

Para así decidir, la Juez Cuarta Civil del Circuito empezó por indicar que en este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, pues la parte interesada carece de otros medios para controvertir el fallo proferido por el juzgado demandado. Luego consideró que de la revisión del proceso objeto del amparo, se evidencia que en este se garantizó el derecho al debido proceso de las partes y el trámite se adelantó de conformidad con las normas procesales que regulan la materia. También que es inexistente la lesión de derechos invocada respecto de la sentencia, pues no se observa que el titular de ese despacho haya interpretado la norma a su amaño, al contrario, para declarar no probadas las excepciones de mérito propuestas por la aseguradora se sustentó en el artículo 1060 del Código del Comercio “haciendo hincapié respecto en la forma de pago, pues la misma no alteraba es (sic) estado del riesgo, teniendo en cuenta que la misma se pagó antes de terminar la obra”.  

4. Inconforme con el fallo el apoderado de la demandante lo impugnó. Alegó que esa decisión carece de congruencia pues “esta (sic) confirmando los hechos y circunstancias planteadas en la acción de tutela que nos ocupa, porque si bien es cierto el Juzgado quinto civil municipal (sic) de Pereira en su apreciación de manifestar que al haberse cancelado totalmente la obra antes de ser terminada y no cumplirse los términos contractuales para cada corte de obra y así cumplirse con los pagos pactados contractualmente no se ha modificado el estado del riesgo”, ello configura un error de interpretación de la norma especial y desconoce el precedente de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, toda vez que al incumplirse los términos contractuales inicialmente pactados, concretamente lo relativo a la forma de pago, sí se modifica el estado del riesgo, pues “al no cumplirse los cortes de obra por parte del contratista no se realiza pago alguno y por ende, el riesgo asegurado disminuye…quedando en manos del contratante los dineros frente al porcentaje del corte de la obra a que haya lugar”. En este caso está comprobado que el asegurado pagó la obra en su totalidad, pese a que estaba inconclusa. Por tanto, Seguros del Estado demostró que carece de responsabilidad alguna por amparos y términos contractuales ajenos a los efectivamente pactados.  

CONSIDERACIONES   
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar, en primer lugar, si en este caso procede la tutela contra la sentencia por medio de la cual el juzgado demandado definió el proceso sobre responsabilidad civil contractual, instaurado por la sociedad Conenco SAS contra Comercializadora Bibaz Arquitectura de Acabados SAS y Seguros del Estado SA. De serlo, se establecerá si en esa providencia se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular la demandante, que justifiquen otorgar la protección reclamada.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. En este caso se encuentran satisfechos aquellos requisitos generales para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho a un debido proceso; b) la sentencia en la que la sociedad actora encuentra vulnerados los derechos cuya protección reclama, se dictó en un proceso de única instancia, frente a la cual no procede recurso alguno; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque aquella providencia se dictó el 16 de junio de este año; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.

5. De acuerdo con los hechos relatados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, la demandante considera lesionado el derecho a un debido proceso porque en la sentencia proferida no se  interpretó debidamente el artículo 1060 del Código de Comercio y se desconocieron pruebas que demuestran la terminación del contrato de seguro en que se fundamentó la excepción que se declaró no probada.

6. De conformidad con esos planteamientos, es menester analizar si el funcionario demandado incurrió en defecto sustantivo, respecto del cual ha dicho la Corte Constitucional:

“… el defecto sustantivo se configura cuando el juez desconoce las normas aplicables a un caso determinado, ya sea por su absoluta inadvertencia, por aplicación indebida, por error grave en su interpretación o por el desconocimiento del alcance de las sentencias judiciales con efectos erga omnes. En Sentencia de unificación 159 de 2002, la Sala Plena se pronunció al respecto, y señaló que una decisión judicial adolece de un defecto sustantivo en las siguientes hipótesis:

“(i) Cuando la norma aplicable al caso es claramente inadvertida o no tenida en cuenta por el fallador;

(ii) Cuando a pesar del amplio margen interpretativo que la Constitución le reconoce a las autoridades judiciales, la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes (irrazonable o desproporcionada), y, finalmente, 

(iii) Cuando el fallador desconoce las sentencias con efectos erga omnes tanto de la jurisdicción constitucional como de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, cuyos precedentes se ubican en el mismo rango de la norma sobre la que pesa la cosa juzgada respectiva.”


En ese orden de ideas, esta Corporación ha precisado que el defecto sustantivo por inaplicación de una norma se presenta cuando “la norma aplicable al caso concreto es ignorada y por ende inaplicada.”
 

En conclusión, una providencia judicial adolece de defecto sustantivo cuando incurre en un yerro, el cual se origina en el proceso de interpretación o aplicación de las normas jurídicas por parte de una autoridad judicial. Sin embargo, para que la acción de tutela prospere por esta causal, la falencia en la providencia debe ser de tal magnitud, que resulte vulneratoria de los derechos fundamentales.”

Y respecto al defecto fáctico, ha enseñado la misma Corporación:  

“44. El defecto fáctico se produce cuando el juez toma una decisión sin que se encuentren plenamente comprobados los hechos que legalmente la determinan, como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas, la valoración irrazonable o contra evidente de los medios probatorios, o la suposición de pruebas.
 
Este defecto puede darse tanto en una dimensión positiva, que comprende los supuestos de valoración contra evidente o irrazonable de las pruebas y la fundamentación de una decisión en pruebas ineptas para ello, como en una dimensión negativa, relacionada con la omisión en la valoración de una prueba determinante o en el decreto de pruebas de carácter esencial.
 
45. La intervención del juez constitucional en el escenario de la valoración de las pruebas es excepcional. En ese sentido, la Corte Constitucional ha explicado que en la valoración de las pruebas la independencia del juez alcanza su máxima expresión, como observancia de los principios de autonomía judicial, juez natural e inmediación, que impiden al juez constitucional realizar un nuevo examen del material probatorio como si se tratara de una instancia judicial adicional (Al respecto, ver la sentencia T-055 de 1997).
 

…

46. Ahora bien, el respeto por las decisiones del juez natural se asegura mediante las reglas especiales de análisis que la Corte ha desarrollado cuando se trata de constatar la existencia de un defecto fáctico, como causal de procedencia de la acción.
 
47.1. En primer lugar, y como ocurre con cualquiera de las causales de procedencia de la acción, debe indagar si el defecto alegado tiene incidencia en el respeto, vigencia y eficacia de los derechos fundamentales. De no ser así, la posibilidad de controlar errores fácticos debe mantenerse en el marco de los recursos de la legalidad, y no en el ámbito de la acción de tutela, cuyo sentido y razón de ser es la defensa de los derechos superiores de la Constitución Política.
 
47.2. En segundo término, las diferencias de valoración en la apreciación de las pruebas no constituyen defecto fáctico…

47.3. En tercer término, para que la tutela resulte procedente por la configuración de un defecto fáctico, “el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto”
…
 
48. En resumen, el defecto fáctico es tal vez la causal más restringida de procedencia de la tutela contra providencia judicial. La independencia y autonomía de los jueces cobran especial intensidad en el ámbito de la valoración de las pruebas; el principio de inmediación sugiere que el juez natural está en mejores condiciones que el constitucional para apreciar adecuadamente el material probatorio por su interacción directa con el mismo; el amplio alcance de los derechos de defensa y contradicción dentro de los procesos ordinarios, en fin, imponen al juez de tutela una actitud de respeto y deferencia por las opciones valorativas que asumen los jueces en ejercicio de sus competencias funcionales regulares.”

7. Las pruebas documentales aportadas y la inspección judicial realizada en primera instancia
, acreditan los siguientes hechos:

7.1 La sociedad Conenco SAS, por medio de apoderada, demandó a la Comercializadora Bibaz Arquitectura de Acabados SAS y a Seguros del Estado SA, para obtener se declarara el incumplimiento del contrato de suministro e instalación suscrito por los representantes legales de las dos primera sociedades y en consecuencia, “se declare el siniestro de la póliza de cumplimiento No. 55-45-1010110159.” y se condene a Seguros del Estado a pagarle la suma de $12.515.000 por concepto de los amparos contratados, con sus intereses y a la Comercialiuzadora Bibaz, el excedente de lo que no alcanzare a cubrir la aseguradora y $4.661.820 a título de sanción pecuniaria
.

7.2 Por auto del 17 de junio de 2014 se admitió la demanda. 
7.3 En proveído del 11 de febrero de 2015, se accedió a la solicitud de emplazamiento de la sociedad Bibaz Arquitectura de Acabados SAS. 
7.4 La apoderada de Seguros del Estado SA contestó la demanda y propuso excepciones de mérito, entre ellas la de terminación del contrato de seguro, con fundamento en el artículo 1060 del Código de Comercio, en síntesis, porque se pagó la totalidad del valor del contrato, a pesar de que no se había cumplido en su totalidad
. 
7.5 En sentencia del 16 de junio de este año decidió el juzgado accionado: a) no declarar probadas las excepciones de terminación del contrato de seguro, no especificación del amparo que se pretende afectar, no cumplimiento de requisitos para hacer exigible el amparo de incumplimiento, literalidad del contrato de seguro, literalidad y exclusiones del mismo; b) sí declarar probadas las de no cumplimiento de requisitos para hacer exigible el amparo de calidad y correcto funcionamiento incorporado en el contrato de seguro y límite de la responsabilidad de la aseguradora; c) declaró el incumplimiento del contrato de suministro e instalación suscrito entre Bibaz Arquitectura de Acabados y Conenco y que Seguros del Estado incumplió el contrato de seguro contenido en la póliza No. 55-45-101010159. En  consecuencia, condenó a la aseguradora a pagar a la demandante la suma de $9.323.640 por concepto del valor asegurado y de los intereses moratorios comerciales a partir del 28 de abril de 2014; d) ordenó a Bibaz pagarle a la demandante las sumas de $3.191.360 y $2.556.360, en su orden, por la reinstalación y reforzamiento y como saldo correspondiente al suministro de la película de seguridad y e) no accedió al pago de la cláusula de la sanción pecuniaria
.

8. En este caso, considera la Sala que el juez demandado incurrió en defecto sustantivo por inaplicación del artículo 1060 del Código de Comercio. Dice esa disposición:

“MANTENIMIENTO DEL ESTADO DEL RIESGO Y NOTIFICACIÓN DE CAMBIOS. El asegurado o el tomador, según el caso, están obligados a mantener el estado del riesgo. En tal virtud, uno u otro deberán notificar por escrito al asegurador los hechos o circunstancias no previsibles que sobrevengan con posterioridad a la celebración del contrato y que, conforme al criterio consignado en el inciso lo del artículo 1058, signifiquen agravación del riesgo o variación de su identidad local.

La notificación se hará con antelación no menor de diez días a la fecha de la modificación del riesgo, si ésta depende del arbitrio del asegurado o del tomador. Si le es extraña, dentro de los diez días siguientes a aquel en que tengan conocimiento de ella, conocimiento que se presume transcurridos treinta días desde el momento de la modificación.

Notificada la modificación del riesgo en los términos consignados en el inciso anterior, el asegurador podrá revocar el contrato o exigir el reajuste a que haya lugar en el valor de la prima.

La falta de notificación oportuna produce la terminación del contrato. Pero sólo la mala fe del asegurado o del tomador dará derecho al asegurador a retener la prima no devengada.

Esta sanción no será aplicable a los seguros de vida, excepto en cuanto a los amparos accesorios, a menos de convención en contrario; ni cuando el asegurador haya conocido oportunamente la modificación y consentido en ella.”
A pesar de que fue esa la norma en que se sustentó la excepción de terminación del contrato de seguro, al analizar ese medio exceptivo,  ni siquiera la mencionó el juzgado y los argumentos en que sustentó su decisión de declararla no probada, no guardan relación con ella.

En efecto, leyó el contenido de la cláusula sexta de las condiciones generales de la póliza de seguro de cumplimiento entre particulares, que dice: “SEGURESTADO otorga el presente seguro bajo la garantía otorgada por el Tomador de que durante su vigencia, no se introducirán modificaciones al contrato afianzado por la presente póliza, sin el consentimiento expreso de SEGURESTADO. En caso contrario el seguro terminará automáticamente desde el momento en que se haya introducido la modificación”.
Y a renglón seguido dijo que en el expediente no estaba acreditado que se hubiera modificado la medula obligacional del negocio jurídico asegurado y de contera, alterado en forma apreciable la obligación consistente en el suministro e instalación del cerramiento exterior en vidrio templado y demás especificaciones para la obra Pinares de Alameda… “y si ello es así como en efecto lo es, no existe el incumplimiento de la garantía endilgado por la codemandada, pues de los escritos aportados por la demandante los cuales fueron dirigidos a los demandados, ninguno contradice dicha situación, además dentro del plenario aparecen pruebas en el que se observa que la parte demandante tuvo que contratar la realización de las obras que fueron incumplidas por Bibaz con otra entidad… lo que lleva a esta célula judicial a entender que a la aseguradora le fueron puestos de presente los inconvenientes que causó la inejecución contractual. En todo caso repárese que las supuestas modificaciones del contrato mencionado por la excepcionante tiene relación con la forma de pago y en ningún momento altera con el objeto del contrato, además es claro que los actos que se verifiquen solvendi causa no son intrínsicamente actos para alterar la estructura esencial del negocio jurídico o como lo dijo la CSJ no tienen la virtualidad de hacer mutar de por sí las obligaciones cuya existencia justamente le sirven de presupuesto, entre paréntesis genético y funcional y justificación ratio, Sala de Casación Civil 2 de febrero de 2001, expediente 5670 y 24 de julio de 2006 expediente 000191. Razón por la cual la excepción propuesta no está llamada a prosperar.”
Es claro entonces que, como ya se había anunciado, el juzgado no aplicó al caso concreto la norma en que se fundamentó la excepción de terminación del contrato de seguro, y por ende, aunque la compañía de seguros aquí demandante alegó que tal hecho se produjo a raíz de un cambio de condiciones, concretamente en relación con la forma como debía realizarse el pago por el contratante al contratista, tal hecho se dejó de analizar en la sentencia para deducir si se produjo o no la referida terminación. Se ocupó de tema ajeno al propuesto, concretamente lo relacionado con la inejecución del contrato por el contratista, sobre el que no se edificó la referida excepción. 

Y de una vez puede decirse que tampoco analizó las pruebas con las que el excepcionante consideraba se acreditaba tal hecho, pues al plantear los argumentos que lo llevaron a la decisión final, ninguna mencionó.
10. En conclusión, incurrió el juez demandado en defecto sustantivo y fáctico que justifica conceder el amparo constitucional, pues omitió aplicar la norma invocada como sustento de la excepción de terminación del contrato de seguro y valorar las pruebas que mencionó en el escrito de tutela, concretamente el contrato suscrito entre la Comercializadora Bibaz y la sociedad Conenco SAS, el testimonio de la señora Luz Mary Mora y las afirmaciones contenidas en la demanda, de manera que a la entidad demandante, quien intervino en el proceso ordinario en defensa de sus intereses con el fin de que la administración de justicia definiera el conflicto que planteó con la proposición de excepciones, se le privó del derecho de que sus argumentos fueran examinados por el juez; también las pruebas tendientes a demostrarlos y así se lesionó su derecho a un debido proceso.
En esas condiciones, se concederá el amparo solicitado y para proteger el derecho al debido proceso de que es titular la accionante, se dejará sin efecto la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira el 16 de junio último y se ordenará a su titular que dentro de los quince días siguientes a la notificación de esta providencia, realice  audiencia para proferir nuevo fallo, en el que analizará los argumentos planteados por la sociedad aquí demandante al proponer la excepción de terminación del contrato de seguro, a la luz del artículo 1060 del Código de Comercio y teniendo en cuenta las pruebas que obren en el proceso, especialmente el contrato suscrito entre la Comercializadora Bibaz Arquitectura de Acabados SAS y la sociedad Conenco SAS, el testimonio de la señora Luz Mary Mora y las afirmaciones contenidas en la demanda.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 
Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por 
autoridad de la ley

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto   Civil del Circuito de Pereira, el 2 de octubre pasado, en la acción          de tutela instaurada por la sociedad Seguros del Estado                     SA contra el Juzgado Cuarto Civil Municipal local, a la                             que fueron vinculadas Conenco SAS y Bibaz Arquitectura y Acabados SAS.
SEGUNDO: CONCEDER el amparo solicitado para proteger el     derecho al debido proceso de que es titular la demandante.                 En consecuencia, se deja sin efecto la sentencia proferida por              el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pereira, el 16 de junio último, y      se ordena a su titular que dentro de los quince días siguientes a           la notificación de esta providencia, realice audiencia para proferir   nuevo fallo, en el que analizará los argumentos planteados                por la sociedad aquí demandante al proponer la excepción de terminación del contrato de seguro, a la luz del artículo 1060 del Código de Comercio y teniendo en cuenta las pruebas que obren en el proceso, especialmente el contrato suscrito entre la Comercializadora Bibaz Arquitectura de Acabados SAS y la sociedad Conenco SAS, el testimonio de la señora Luz Mary Mora y las afirmaciones contenidas en la demanda.

TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

(Vienen firmas de sentencia de segunda instancia proferida en la sentencia de tutela radicada No. 66001-31-03-004-2017-00225-02)
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Lo que ya escrubí y kuegi dice el juez: “la cláusula 6ª de la póliza de seguro de cumplimiento entre particulares, folio 91 ciertamente se establecio que seguros estado otroga….lee la cláusula… no se incluirán modificciones… sin el cometimiento expreso de super estado, enc so contrtio …. Termina… desde el momentp…..” pero en el expediente  no está acreditado que se hubiera modificado la medula obligacional del negocio jurídico asegurado y de contera alterado en forma apreciable la obligación consistente en el suministro e instalación del cerramiento exterior en vidrio….del suministro e instalación ,,, y demás especificaciones para la obra Pinares DE alamdea… y si ello es asi como en efecto lo es, no existe el incumplimiento de la farantía  endilgado por la codemandada, pues de los escritos aportados por la demanadante los cuales fueron dirigos a los demandados ninguno contradice dicha situación, además dentro del plenario aparecen pruebas en el que se observa que la parte denadnate tuvo qie contratar la realización de las obras que fueron  incu,mpñidad por vivaz con otra entidad.. lo que lleva a esta celula judicial a entender que a la aseguradora le fueron puestos de rpesente los inconvenientes que causo la inehecucion contractual.En todo caso reparase que las supeustas modificacioens del contrato mencionado por la excepcinante tiene relcion con la forma de pago y en ningún momento altera con el objeto del contrato además es claro que los actos que se dferifivem solventi causa no son intrinsicamente actos

d para alterr  …las modificacioens que tienen 
1. Relató la demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Dentro del trámite del proceso ejecutivo promovido por la señora Alba Rocío Soto Arias en contra de José Héver Orozco Guerrera, se decretó el embargo y secuestro del vehículo de placas WLJ299.  
1.2 Formuló incidente de oposición frente a esas medidas con sustento en que había adquirido ese bien con cartas abiertas “así como el motor actual que dio lugar al trámite incidental se (sic) dicho proceso” y aportó como prueba el contrato de compraventa del vehículo y copia del mutuo con pignoración “el cual afiliado a la empresa San Eugenio de Transporte y era yo quien pagaba la afiliación y los impuestos”.
1.3 A pesar de haberse concluido que dicho contrato de compraventa sí había sido suscrito, se indicó que el mismo no era prueba para acreditar la posesión alegada. 
1.4 De la declaración que rindió se puede deducir que el conductor del vehículo era el señor José Héver y que este se había comprometido a pagar el motor que le había instalado. No obstante, ella fue quien tuvo que pagar esa pieza.

1.5 El día 6 de abril de este año, solicitó se fijara caución para cubrir los daños y perjuicios que se llegaran a causar en el proceso, pero el juzgado accionado no hizo pronunciamiento alguno al respecto.

1.6 Se le impuso multa por cinco salarios mínimos mensuales vigentes, pero carece de recursos para sufragarla “por ejercer el derecho de defensa a un bien de mi propiedad”. Agregó que dicha condena se impuso por la negligencia del juzgado accionado, al omitir la fijación de la caución solicitada. 
1.7 Ese despacho, además, invirtió las pruebas en favor del señor José Héver Orozco Guerreo “ya que el título en ejecución nunca lo firmo (sic) como deudor de la señora Alba Roció (sic) Soto”.
2. Considera lesionados sus derechos a la defensa, la contradicción y al debido proceso. Para su protección, solicita se revise la providencia proferida el 16 de mayo último.   
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 11 de septiembre último se admitió la demanda y se ordenó vincular a la sociedad Transportes San Eugenio SAS y a los señores Alba Rocío Soto Arias, José Héver Orozco Guerrero, Carlos Alberto Marín García, César Augusto Rodas Blandón, Humberto Cardona Castaño, Lucelly Quiceno Cardona y Ernesto Jaramillo Buitrago.
2. Durante el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Juez Primera Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal informó que dentro del proceso ejecutivo de mínima cuantía promovido por el señor César Augusto Rosa Blandón contra José Héver Orozco Guerrero, se surtieron las siguientes actuaciones: a) el 26 de octubre de 2015 se libró mandamiento de pago; b) el 26 de julio de 2016 se aceptó la cesión del crédito realizada por el ejecutante a favor de la señora Alba Rocío Soto Arias; c) el 22 de noviembre siguiente se notificó personalmente al ejecutado; d) como este se abstuvo de contestar la demanda y de proponer excepciones, se ordenó seguir adelante la ejecución; e) el 23 de noviembre de 2015 se decretó el secuestro de la tenencia y la posesión real y material que el ejecutado tuviera sobre el vehículo de placas WLJ299; f) el 20 de septiembre de 2016 la Inspección Tercera Municipal llevó a cabo la diligencia de secuestro respectiva, acto al que se opuso la aquí demandante y se le dejó como secuestre, hasta tanto se adoptara una decisión de fondo por el juzgado y g) el 15 de mayo pasado, luego de analizadas las pruebas incorporadas, se negó la solicitud de la actora dirigida a obtener el levantamiento de la citada medida.   
Luego señaló que en el proceso ejecutivo se salvaguardaron las garantías procesales de las partes y las decisiones adoptadas fueron producto de una valoración seria, responsable y concordante con las normas. Concretamente, la determinación de no levantar la referida medida, obedeció a que en ese caso se solicitó aplicarla sobre la posesión del vehículo y, por ende, no se puso en duda la propiedad sobre el mismo que ostenta la opositora, quien tampoco logró acreditar que hubiera adquirido tal posesión. En cuanto al hecho descrito por la accionante, relativo a la falta de pronunciamiento sobre la solicitud para que se le fijara la caución para respaldar los perjuicios que se pudieren derivar del incidente, dijo que tal circunstancia dejó de ser alegada dentro del proceso correspondiente.  
Solicita se niegue el amparo solicitado.
2.2 La señora Lucelly Quiceno Cardona manifestó que conoce a la señora Melba Rendón Rincón y que le consta que ella es la propietaria del vehículo de placas WLJ299, sin que el trámite para su traspaso se haya culminado, que ese bien se encuentra parqueado desde hace cuatro años en la casa del señor Humberto Cardona Castaño y que aquella hipotecó su vivienda para adquirirlo.

2.3 Humberto Cardona Castaño dijo que la única poseedora del citado automotor es la señora Melba Rendón Rincón quien tiene sus cartas de traspaso abiertas y que Héver Orozco lo dejó en su casa desde hace cuatro años.
3. Los demás vinculados guardaron silencio.

4. Mediante sentencia del pasado 29 de septiembre, la funcionaria de primera instancia negó por improcedente el amparo solicitado.
Para decidir así, estimó, luego de citar jurisprudencia que consideró aplicable al caso, que no se evidencia que el juzgado accionado haya incurrido en defecto fáctico ya que para concluir que la accionante no es la poseedora material del vehículo secuestrado y que tal calidad recae en el señor José Héver Orozco Guerrero, realizó una debida y completa valoración de las pruebas aportadas por la demandante. 
5. Inconforme con el fallo la demandante lo impugnó. Alegó que el juzgado accionado sí le vulneró el derecho a la defensa ya que “por el hecho de defender el bien que es de mi propiedad se me condeno (sic) a pagar una multa por la suma de 5 salarios mínimos” a pesar de que desde el 3 de abril de 2017, solicitó se fijara la caución de que trata el parágrafo del artículo 309 del Código General del Proceso para pagar los posibles daños y perjuicios que se causaran, frente a lo cual nunca se pronunció. 
Además, se dejó de demostrar el momento en que el señor José Héber Orozco Guerrero pasó de ser un simple tenedor a ser poseedor del vehículo, cuando él mismo reconoció que era su conductor. El título base del recaudo no corresponde a la obligación pues el motor del vehículo costó $4.000.000, pero se presentó una letra de cambio por $8.000.000, ni son coherentes las fechas con la compra de aquella pieza que tuvo lugar “en diciembre del 2011 y la letra esta (sic) del 2013”. De igual manera el citado señor no adquirió tal posesión ya que desde hace más de tres años lo abandonó en el predio de Humberto Cardona “por un contrato de prenda”. 
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Antes de proceder a resolver la cuestión de fondo es pertinente analizar si se produjo el fenómeno de la cosa juzgada.

De las pruebas incorporadas, se evidencia que la demandante, con anterioridad, interpuso acción de tutela con sustento en los mismos hechos y pretensiones que consignó en el escrito por medio del cual formuló la que ahora se decide
. 
Sin embargo, al revisar la copia del fallo proferido en ese asunto, por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal el pasado 6 de junio, se puede concluir que el amparo fue declarado improcedente porque contra la providencia del 16 de mayo anterior, por medio de la cual el Juzgado Primero Civil Municipal de esa localidad negó la solicitud de la accionante, tendiente a obtener el levantamiento de las medidas decretadas sobre el vehículo de placas WLJ299 y se le impuso el pago de una multa, el apoderado que la representa interpuso recurso de reposición el 19 de ese mismo mes, el que para el momento en que se dictó el fallo constitucional, no había sido  resuelto, “es decir que no se han agotado los recursos ordinarios ante la jurisdicción civil”.

Como de acuerdo con las pruebas recogidas, para la fecha en que se solicitó el amparo que ahora se decide ya se había resuelto tal  medio de impugnación
, esta nueva circunstancia permite analizar la cuestión nuevamente.    
3. Corresponde a la Sala determinar si en este caso se satisfacen los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, frente a la providencia por medio de las cuales el juzgado accionado negó la solicitud de levantamiento de la medida de secuestro decretada en el proceso ejecutivo en el cual figura la actora como opositora de la misma y se le impuso una multa de cinco salarios mínimos mensuales legales vigentes; de serlo, se analizará si en ellas se incurrió en defecto que justifique conceder el amparo reclamado.
4. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

5. Las copias del proceso ejecutivo singular de mínima cuantía, promovido por el señor César Augusto Rodas Blandón quien le cedió el crédito a Alba Rocío Soto Arias
, contra José Héver Orozco Guerrero, que obran en el cuaderno de pruebas, acreditan los siguientes hechos:
5.1 Mediante auto del 23 de noviembre de 2015, el Juzgado Primero Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal decretó el secuestro de la posesión real, material y tenencia que ejerce el demandado sobre el vehículo de placas WLJ299.
5.2 En la diligencia de secuestro, practicada el 20 de septiembre de 2016 por la Inspección Tercera Municipal de Policía de Santa Rosa de Cabal, se aceptó la oposición formulada por la señora María Melba Rendón Rincón, y como el demandante insistió en la medida, se le dejó como opositora
.    
5.4 La aquí accionante, por medio de apoderado se ratificó en la oposición formulada. Adujo que el señor José Héver Orozco Guerrero trabajaba como conductor del citado vehículo, cuyo propietario era el señor Carlos Alberto Marín, quien se lo enajenó a ella con cartas abiertas y es su poseedora actual; el demandado lo dejó abandonado hace más de veinte meses y, como si fuera poco, lo entregó en prenda al señor Humberto Cardona Castaño, en abuso de la confianza depositada en él como conductor del carro. Además, que ya canceló la obligación por la compra del “motor con tres años de producido del vehiculo (sic) y que el señor Hever (sic) Orozco le decia (sic) que estaba pagando el motor y que por este motivo no podia (sic) darle utilidades”. También propuso excepciones
. 
5.4 Por auto del 14 de octubre siguiente, la funcionaria accionada ordenó correr traslado de la oposición
.

5.5 El 1º de marzo de este año se fijó fecha para la audiencia de que trata el artículo 129 del Código General del Proceso y se decretaron pruebas
, las cuales se practicaron el 6 de abril siguiente
. 
5.6 El 3 de abril de este año la señora María Melba Rendón Rincón solicitó se fijara caución a efecto de cubrir los daños y perjuicios que se llegaren a causar dentro del proceso
.
5.7 Mediante providencia del 15 de mayo se resolvió despachar desfavorablemente la solicitud de la opositora dirigida a obtener el levantamiento de la medida de secuestro decretada sobre el vehículo de placas WLJ299 y se le impuso multa de cinco salarios mínimos legales mensuales vigentes. Esto último de conformidad con el inciso cuarto, numeral 8 del artículo 597 del Código General del Proceso.

Para así decidir, consideró que los documentos aportados no demuestran la posesión alegada y solo acreditan el contrato de compraventa suscrito entre Carlos Alberto Marín García y la opositora respecto de la propiedad del . Eran ellos: a) la licencia de tránsito a nombre del señor Carlos Alberto Marín García, en la que aparece relacionado con el automotor aprendido; b) el certificado de tradición de ese bien; c) la constancia expedida por la sociedad Transportes San Eugenio SAS en la que se indica que el mencionado vehículo es de propiedad del señor Marín García; d) el contrato de compraventa suscrito por este y María Melba Rendón Rincón, respecto de ese automotor; e) el formulario de solicitud del trámite del Registro Nacional Automotor firmado por ellos y f) el contrato de mutuo por pignoración suscrito por Humberto Cardona Castaño y José Héver Orozco Guerreo.

Lo mismo concluyó de las declaraciones rendidas por el demandado y por la opositora, ya que  solo se dirigen a demostrar la existencia del  contrato de compraventa que celebraron los señores…. Respecto del vehículo  ya que el primero dijo que: a) fue conductor de ese vehículo aproximadamente por ocho años; b) tuvo que solicitar préstamos para repararle el motor; c) “después al tiempo lo demandaron y le quitaron el carro”; d) que luego el señor Humberto Cardona le hizo un préstamo para poder sacarlo de los patíos y que este le dijo que lo podía llevar para su casa donde no tendría que pagar parqueadero, pero después se negó a devolvérselo y e) que es poseedor de ese carro desde el año 1999, mientras que la segunda dijo que poseía ese bien con cartas abiertas, que lo había pagado con su trabajo y que ella se encargaba de comprarle repuestos y cancelar el rodamiento semanal.
Las versiones de los testigos Margarita María Buitrago Zuluaga y Jairo de Jesús Rendón Rincón son contradictorias con la declaración extrajuicio que rindieron “por cuanto allí señalan que hace dos años conocen a la incidentista y que compró desde hace 5 años el vehículo, pero en su declaración en audiencia, la señora Margarita María manifestó conocer a María Melba desde hace 2 años y que conoce de la posesión que esta ejerce sobre el vehículo desde hace 2 años… el señor Jairo de Jesús, señaló en su ratificación no tener conocimiento si la señora María Melba es poseedora o no de (sic) vehículo”
.
5.8 Frente a la anterior decisión el apoderado de la peticionaria interpuso recurso de reposición. Alegó que se demostró que la citada señora es propietaria del vehículo y como tal le asiste el legítimo derecho de reclamar por el mismo. También se acreditó el pleno dominio del bien, pero el juzgado de conocimiento, sin prueba alguna, determinó que la posesión la tenía el señor José Héver Orozco Guerrero, quien, por el contrario, era un simple tenedor. De igual manera no podía resultar condenada a pagar unas sumas de dinero “por el solo hecho de ejercitar un derecho legítimo constitucional”
.
5.9 Por auto del 1º de agosto último la funcionaria accionada resolvió no reponerla, con sustento en que las pruebas incorporadas al incidente solo demuestran el contrato de compraventa sobre el bien aprisionado, más no los elementos del animus y el corpus que constituyen la calidad del poseedor. Sobre la multa impuesta dijo que a ello había procedido de conformidad con la norma que regula la materia. De acuerdo con lo decidido, ordenó que la señora María Melba debía hacer entrega de la posesión del automotor al secuestre previamente designado
.
6. En relación con la decisión mediante la cual la funcionaria demandada despachó desfavorablemente la solicitud de levantamiento de la medida de secuestro que pesa sobre el vehículo de placas WLJ299, se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) contra esa decisión se interpuso recurso de reposición, el único que procede al tratarse de un proceso ejecutivo de mínima cuantía; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque la providencia que resolvió el citado medio de impugnación se dictó el 1º de agosto pasado; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.
7. En relación con los requisitos específicos y teniendo en cuenta que el reproche de la peticionaria se refiere a la indebida valoración probatoria, es deber analizar si el juzgado accionado incurrió en un defecto fáctico. Al respecto ha dicho la Corte Constitucional: 
“44. El defecto fáctico se produce cuando el juez toma una decisión sin que se encuentren plenamente comprobados los hechos que legalmente la determinan, como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas, la valoración irrazonable o contra evidente de los medios probatorios o la suposición de pruebas.


Este defecto puede darse tanto en una dimensión positiva, que comprende los supuestos de valoración contra evidente o irrazonable de las pruebas y la fundamentación de una decisión en pruebas ineptas para ello, como en una dimensión negativa, relacionada con la omisión en la valoración de una prueba determinante o en el decreto de pruebas de carácter esencial. 


(…)


En ese orden de ideas, preservando un equilibrio entre autonomía e independencia judicial, sana crítica y búsqueda de la verdad, la Corte señaló desde la sentencia T-442 de 1994:
“(…) si bien el juzgador goza de un gran poder discrecional para valorar el material probatorio en el cual debe fundar su decisión y formar libremente su convencimiento, inspirándose en los principios científicos de la sana crítica (…), dicho poder jamás puede ser arbitrario; su actividad evaluativa probatoria supone necesariamente la adopción de criterios objetivos, racionales, serios y responsables. No se adecua a este desideratum, la negación o valoración arbitraria, irracional y caprichosa de la prueba, que se presenta cuando el juez simplemente ignora la prueba u omite su valoración o sin razón valedera alguna no da por probado el hecho o la circunstancia que de la misma emerge clara y objetivamente”. 

(…)


47.2. En segundo término, las diferencias de valoración en la apreciación de las pruebas no constituyen defecto fáctico,  pues, si ante un evento determinado se presentan al juez dos interpretaciones de los hechos, diversas pero razonables, le corresponde determinar al funcionario, en el ámbito su especialidad, cuál resulta más convincente después de un análisis individual y conjunto de los elementos probatorios. En esa labor, el juez natural no sólo es autónomo, sino que sus actuaciones se presumen de buena fe, al igual que se presume la corrección de sus conclusiones sobre los hechos:

 
(…)


47.3. En tercer término, para que la tutela resulte procedente por la configuración de un defecto fáctico, “el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto”
…”
 
De acuerdo con la anterior jurisprudencia, el defecto fáctico se produce por omisión cuando sin razón justificada el juez se niega a dar por probado un hecho que aparece claramente demostrado en el proceso, o por acción, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso, las interpreta de manera errada o las valora no obstante ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas.

En virtud del principio de la autonomía e independencia judicial consagrado por el artículo 228 de la Constitución Nacional, el juez goza de un amplio margen de discrecionalidad en la apreciación de las pruebas. Sin embargo esa facultad no puede confundirse con arbitrariedad, porque encuentra límites en la misma carta fundamental y en las normas de procedimiento que consagran pautas obligatorias al valorarlas.

Pero para la prosperidad de la acción de tutela por defecto fáctico contra una providencia en firme, se requiere que el error en la apreciación probatoria, “sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia”
.

8. Surge de las pruebas atrás resumidas, que la jueza accionada, para desestimar la solicitud de levantamiento de medida elevada por la actora se fundamentó en la prueba documental allegada y la testimonial practicada en audiencia, de la cual concluyó que no demostró la opositora la posesión alegada.
Esa valoración probatoria no puede tacharse de caprichosa, es decir, que obedezca a la mera voluntad del Juzgado accionado, sin que, con independencia de que se comparta o no su criterio, se vislumbra situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.

Pretende entonces el demandante, replantear una situación que fue valorada y definida por la jurisdicción ordinaria, usando la acción de amparo como medio para obtener la modificación de las providencias que le resultaron adversas, lo que no resulta posible en razón al carácter residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

En estas condiciones el amparo debe ser negado.

9. La accionante también se queja de que la funcionaria accionada le impuso una multa por valor de cinco salarios mínimos legales mensuales vigentes, a pesar de que con anterioridad a esa decisión le había solicitado fijar caución para garantizar los perjuicios que se pudieran generar en ese proceso, frente a lo cual no hubo pronunciamiento alguno.   

Sin embargo, de conformidad con las pruebas incorporadas se puede concluir que aunque el juzgado demandado se abstuvo de resolver sobre esa petición, la actora tampoco la requirió para que procediera a ello, ni siguiera en el recurso de reposición que su apoderado formuló contra el auto que definió el incidente de levantamiento de medida se hizo referencia a esa omisión
.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar el amparo solicitado, porque el juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que deben ser resueltas al interior del proceso, escenario normal previsto por el legislador para tal cosa, por los funcionarios competentes para ello.

Así lo ha explicado la jurisprudencia:

“2. Descendiendo al estudio de la controversia planteada por el tutelante, concluye la Corte la improcedencia del resguardo, habida cuenta que el gestor al interponer el resguardo, no atendió el principio de subsidiariedad que enmarca su procedibilidad, toda vez que no ha solicitado, ante el funcionario judicial que tramita la acción popular a la que se contrae la queja constitucional, la expedición de la reproducción que por esta vía deprecó, ni la exoneración del pago del arancel que se le exigió para tales efectos, según se extracta de lo que informó el Tribunal criticado, lo que denota que a su alcance tiene un medio judicial idóneo de defensa.

En ese orden de ideas, se configura la causal de improcedencia establecida en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, esto es, «[c]uando existan otros recursos o medios de defensa judiciales (…)».”
.

En consecuencia, como no resulta posible acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable, el amparo reclamado por tal circunstancia frente al juzgado accionado resulta improcedente y así se declarará.

10. Por tanto, se confirmará la sentencia impugnada, aunque se adicionará respecto a lo analizado en el punto anterior y se modificará para negar el amparo relativo al defecto fáctico alegado ya que si bien se superó el análisis de los requisitos de procedibilidad, no se acreditó la incursión en esa vía de hecho, razón por la cual no se podía negar por improcedente tal como lo declaró el juzgado de primera instancia.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 26 de septiembre pasado, en la acción de tutela instaurada por María Melba Rendón Rincón contra el Juzgado Primero Civil Municipal de esa localidad, a la que fueron vinculados la sociedad Transportes San Eugenio SAS y los señores Alba Rocío Soto Arias, José Héver Orozco Guerrero, Carlos Alberto Marín García, César Augusto Rodas Blandón, Humberto Cardona Castaño, Lucelly Quiceno Cardona y Ernesto Jaramillo Buitrago, MODIFICÁNDOLA para negar el amparo solicitado con fundamento en el defecto fáctico y ADICIONÁNDOLA para declararla improcedente respecto de la falta de pronunciamiento sobre la orden de prestar caución.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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